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(Sin corregir) 


Preside: Señor Representante Javier Salsamendi. 


Miembros: Señores Representantes Beatriz Argimón, Gustavo Bernini, Jorge Machiñena, Jorge Orrico 
y Edgardo Ortuño. 


SEÑOR PRESIDENTE (Salsamendi).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Como se sabe, en los asuntos entrados está la Ley. General de Derecho Internacional Privado. Se han 
comunicado conmigo los doctores Gelber y Opertti planteándome la necesidad de que le demos el más rápido 
tratamiento posible, por lo cual salvo que haya objeciones acordamos con ellos plantear esto en la Comisión, 
citarlos para el día miércoles 15 a los efectos de que puedan exponer sobre el tema y, luego, nosotros 
prodeceremos a dar la discusión correspondiente. 


Otro de los asuntos entrados es el siguiente: "CODIGO DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA. 
Modificación del artículo 189 relacionado con el cobro de multas a personas o empresas infractoras. Proyecto 
de ley remitido por el Poder Ejecutivo". Se trata modificaciones relativamente breves en cuanto a su 
extensión que, obviamente, requerirán su estudio. 


También ha ingresado un proyecto de ley referido a la localidad de La Paloma en el departamento de 
Durazno, a través del que se declara feriado el día 8 de diciembre de 2009, con motivo de conmemorarse los 
125 años de su fundación. 


Además, hay un proyecto sobre Responsabilidad Penal de padres, tutores, curadores y guardadores judiciales 
y de hecho, respecto de menores infractores, que fue presentado por el señor Diputado Sergio Botana. 
Nosotros deberíamos analizar si este proyecto tiene puntos de contacto con el proyecto que ya está en esta 
Comisión y que creo que fue presentado oportunamente por la Diputada Argimón. 


El motivo de la convocatoria de esta reunión es la consideración del siguiente punto: "Código de la Niñez y 
la Adolescencia. Se modifican disposiciones relativas a adopción". Este proyecto de ley ya tiene media 
sanción del Senado. Además, contamos con un comparativo entre el proyecto de ley con media sanción del 
Senado y el proyecto alternativo presentado por el Instituto de Derecho Civil de la Universidad de la 


República. Si bien formalmente no ha tomado estado parlamentario porque ningún legislador lo ha 
presentado como propio, entendimos del caso, a los efectos del trabajo en esta Comisión, la realización de 
este comparativo a los simples efectos de ordenar nuestro trabajo. Insisto, formalmente es un aporte que se 
nos ha hecho, que no tiene el carácter de proyecto de ley, pues absolutamente ningún legislador lo ha 
presentado con su firma. 


Proponemos analizar cada uno de los artículos a fin de poder realizar un trabajo a fondo de estudio del 
proyecto con el comparativo y dejarlo para su aprobación una vez que hayamos terminado este trabajo. 


En la próxima sesión de la Comisión que pretendemos que se realice lo antes posible nos parece que primero, 
necesariamente, luego de haber recibido todos los aportes, tendremos que hacer el trabajo de analizar artículo 
por artículo. 


SEÑOR ORRICO.- Comparto algunas críticas realizadas a este proyecto en cuanto a que, siendo un 
Código aprobado en el año 2004, modificarle treinta y dos artículos es una cuestión que realmente no 
sé si llamar apresurada, pero el tiempo no ha permitido sentar una jurisprudencia, una doctrina 
adecuada. Así es muy difícil avanzar en la ciencia jurídica. Si cada cinco años se cambia, no hay forma 
de encarar científicamente un punto en el cual no ha habido demasiados problemas. 
Independientemente de eso, no tengo inconveniente en tratarlo. 


Voy a marcar a nivel muy general algunos aspectos en los que el proyecto tiene problemas y hay que 
resolverlos. Uno es el contenido de la sentencia, lo que ha sido marcado con mucha claridad por el doctor 
Juan Andrés Ramírez. Se trata de una sentencia en la cual el Juez decide, en realidad, a partir del informe que 
presenta el INAUÚ. Eso crea una serie de problemas que pueden complicar enormemente el trámite, porque, 
¿apelan la sentencia o el recurso administrativo? 


Hay también problemas en cuanto al nombre. Cuando vino la Asociación de Escribanos del Uruguay hizo un 
muy buen aporte y marcó algo que también señaló el Instituto de Derecho Civil: que la adopción tiene que 
ser plena. Eso crea problemas serios desde muchos puntos de vista. Por ejemplo, mueren los padres, el chico 
tiene hermanos grandes que no pueden hacerse cargo, pero quiere mantener el vínculo familiar por diversas 
razones, inclusive, hereditarias. Sin embargo, es la adopción plena o nada. Esta es una cuestión que habría 
que analizar más. También es necesario analizar temas procesales. 


Me parece bien empezar a discutir esto artículo por artículo, pero pediría que por lo menos hasta la próxima 
semana no se empiece a votar porque la realidad política indica que el domingo fueron las elecciones y no 
creo que en los últimos veinte días nadie haya estudiado. Por lo tanto, pido que empecemos a aprobar la 
próxima semana, pero antes me gustaría saber qué visión tiene cada uno sobre este punto en general. 


Esta es mi opinión. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Creo haber entendido inclusive, hablé con el Presidente al respecto que 
ordenaríamos el estudio de esto y que se votaría la próxima semana. 


Si bien es cierto que hace relativamente poco, desde el punto de vista de la perspectiva jurídica, que el 
Código de la Niñez y la Adolescencia entró en vigencia, también es cierto que quienes estuvimos en la 
Legislatura anterior sabemos que nos habíamos comprometido políticamente a reconsiderar el capítulo sobre 
la adopción para hacerle algunos ajustes que son obvios cuando tratamos este tema, y que también señalan las 
delegaciones que vienen a aportar sus discrepancias, sus opiniones. 


Me parece que existen dos grandes aspectos a considerar. Uno tiene que ver con lo estrictamente procesal, es 
decir, desde el punto de vista jurídico, con el procedimiento procesal que se lleva adelante, y que la Cátedra 
ha considerado pormenorizadamente. El otro aspecto que desde mi perspectiva debe ser lo primero que 
debemos definir es el de los problemas que se presentan en la práctica cotidiana no jurídica respecto a la 
adopción, y que conspiran contra el interés superior del niño. Debemos definir claramente los plazos, ya que 
es uno de los problemas que conspiran y que aumenta la incertidumbre que genera esa tenencia prolongada, 
cuando ya está definido que se quiere adoptar al niño. Esta situación trae incertidumbre al niño, que siente 
lazos afectivos pero que no sabe cómo puede terminar, y también a esa familia que quiere estar plenamente 
con ese niño, pero sin embargo tiene que esperar largamente el plazo que se determina. 


Por lo tanto, me parece que la configuración de abandono deber ser considerada teniendo en cuenta lo que 
significa vivir en el siglo XXI, en esta época en la que todo el mundo tiene forma de hacer llegar en horas o 
minutos una señal de interés por ese niño salvo en caso de accidentes, y no tener las consideraciones del 
primitivo Código en épocas en que las comunicaciones eran más lentas. En la actualidad, el que desee estar 
en contacto con su hijo, lo puede hacer. 


Por lo tanto, debemos definir el abandono y el plazo de tenencia. Me parece que es excesivo un año de 
tenencia para quien quiera tener un hijo con ánimo de adopción. Creo que son definiciones no menores en lo 
que tiene que ver con la operativa de adoptar un niño. Se escucha una y otra vez que el plazo es excesivo, que 
aumenta la angustia del niño y de la familia. Si se me permite, quiero decir que a mí me provoca más 
inquietud la angustia que se le genera al niño, porque nosotros tenemos que cuidar el interés superior del 
niño, que la de la familia. Pero de hecho, esa inestabilidad familiar se le traslada al niño. 


Por tanto, a mí me gustaría definir algunos conceptos básicos. Me refiero al concepto de abandono que 
tenemos hoy cosa que no es menor, y al plazo de la tenencia desde un punto de vista conceptual. Por otro 
lado va lo procesal, donde me parece que vamos a tener algunos problemitas adicionales. Digo esto porque 
me parece que no es menor. 


Yo estaba repasando el proyecto y veía que algunas de las modificaciones son de redacción y no 
conceptuales. 


Me parece que los requerimientos que nos hicieron saber todas las delegaciones tienen que ver con esos 
conceptos, que es bueno debatirlos porque nos allanan la discusión desde el punto de vista de la concreción 
de la adopción. 


Me gustaría concretar lo que planteaba el señor Presidente en cuanto a que primero conversemos entre 
nosotros sobre el concepto que tenemos de abandono y el plazo de tenencia, y después pasemos a considerar 
artículo por artículo. Me parece que se nos va a allanar una cantidad de aspectos. Creo que se trata de un 
tema en el que tenemos que ser cuidadosos porque por un lado va la operativa, y por otro ese proceso jurídico 
que me gustaría acortar, pero que muchas veces se debe respetar estrictamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer algunas consideraciones generales. 


En primer lugar, objetivamente, quiero decir que desde la aprobación del Código de la Niñez hemos tenido 
muchos problemas con este tema. Entre el número de niños que se legitima adoptivamente y el número de 
niños que es entregado a los institutos u organizaciones que tiene que ver con el tema, existe una diferencia 
abismal. Se están entregando niños en tenencia a través de mecanismos que están completamente fuera de 
cualquier normativa. Este es un problema muy grave en el Uruguay. Por ende, creo que es imperiosa la 
modificación de la legislación para tratar un problema que es grave en nuestro país. 


En segundo término, quiero decir que todas las convenciones internacionales y recomendaciones respecto de 
la adopción simple piden a Argentina y Uruguay, que son los dos únicos países de América Latina que no 
tienen esto, que modifiquen esa legislación. ¿Cuál es la gran diferencia? La adopción simple no solo la puede 
tener una persona, sino que no tiene efectos hereditarios. O sea que adopta alguien que de antemano decide 
que ese adoptado no va a ser su heredero. Es decir que le da derechos, pero no tantos. En este proyecto se 
plantea la mayor posibilidad de mantener los vínculos, aun en el caso de la adopción plena, con aquellos 
eventuales familiares que pudieran existir. Respetando el planteo de la Asociación de Escribanos y de la 
Cátedra de Derecho Civil, creo que la solución por la que se opta en este proyecto es la mejor, ya que se 
elimina eso de "adoptados de primera" y "adoptados de segunda", que resulta bastante terrible. Uruguay ha 
sido reiteradamente observado en el Comité de los Derechos del Niño en Ginebra por no modificar la 
legislación en ese aspecto. Me sorprendió enormemente que no se hiciera referencia a eso por parte de los 
expertos que nos visitaron, ni tampoco a la legislación comparada, que no recoge más esta figura. 


SEÑOR ORRICO.- En primer lugar, la existencia de un instituto intermedio entre la adopción plena y 
otra forma de adopción perfectamente puede determinarse aun cuando no sea a imagen y semejanza 
de lo que hasta ahora existe; eso me parece muy claro. Yo creo que la adopción plena, establecida como 
única opción, implica una concepción en cuanto a cómo tiene que funcionar esto que, por lo menos, no 
es la mía. 


El otro tema que presentó la Diputada Argimón es si un año es mucho o poco. Los plazos siempre son muy 
complicados; en algún momento hay que decidir cuál es el plazo. 


El tema de la adopción es realmente complejo porque, nos guste o no, conduce al negocio. Al día de hoy, es 
muy fácil adoptar por Internet. Un niño guatemalteco cuesta US$ 20.000, aun cuando me contestaron que no 
era así; en realidad, si en vez de guatemalteco fuera hondureño, no cambiaría demasiado. La cuestión es que 
no hay que confundir las normas jurídicas que existen en determinados países con su aplicación concreta. 
Cuando participo en foros internacionales sobre estos temas siempre termino diciendo lo mismo: a la 
legislación de mi país se le podrán plantear objeciones, pero lo que hay, se cumple; no comparen con países 
que tienen grandes desarrollos jurídicos que no se cumplen. Me parece que la cosa no va por ahí. 


¿De qué hablamos? ¿De bajar el plazo a seis meses? Yo creo que un año es un período razonable; no es 
excesivo y permite la adaptación a determinadas cosas. Naturalmente, siempre se puede cuestionar por qué 
un año y no diez meses. En lo personal, seis meses me parecerían muy poco, y creo que empezaría el 
negocio. Cuando los plazos se acortan, empieza el negocio; esa es una cuestión que está estudiada, es así. 
Entonces, me parece que está bien que esto se discuta, pero a los organismos internacionales, a los cuales les 
creo muchas cosas, esta no se las creo. Yo opino que los países tienen realidades distintas. En otros países, la 
adopción semiplena que existía aquí se prestó a grandes negociados. No creo que sea el caso del Uruguay; 
por lo menos, nadie lo denunció nunca. Entonces, me parece que el asunto anda por otros lugares. 


De todas maneras, pienso que la adopción semiplena o como se la quiera llamar cumplía una función y era 
más fácil de hacer. La adopción plena requiere una decisión total de que determinado individuo va a dejar de 
pertenecer a su familia de origen y va a pertenecer a otra. Hay situaciones intermedias, en las que ninguna de 
las partes en juego quiere ni una cosa ni la otra. Entonces, ¿por qué no darles un instituto intermedio? 
Después de todo, si lo eligen, por algo es. De pronto, si ese niño o niña no fuera adoptado en esas 
condiciones, directamente no sería adoptado; de ese modo, se complicarían las cosas. 


Obviamente, se puede revisar la posibilidad de que el niño sea tenido en cuenta o no en la herencia; ese es 
otro tema. Pero no es tan fácil decir que esto así no va. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Además de todo el trabajo de elaboración histórica y de mi compromiso con 
todas estas normas, tengo trabajo de campo. A mí me tocó ser Directora del Instituto en cuya órbita 
está el ILAYA, y sé que una cosa son las normas y otra, lo que realmente acontece en la realidad. 
Cuando alguien quiere tener un hijo de eso se trata y adopta, le está dando a alguien estatus de hijo; 
por lo tanto, para mí eso implica todo, inclusive, que ese hijo que adopto, con todas las expectativas y 
con todas las ansiedades, tiene que estar en igualdad de condiciones con el resto de mis hijos. Me 
parece que, en pleno siglo XXI, se acabó eso de tener en el seno de la familia a niños que tienen todos 
sus derechos y a niños cuyos derechos están menguados. Desde mi perspectiva, la habilitación de la 
adopción implica tener a ese niño con todas las condiciones que corresponden a un hijo. 


En la práctica por suerte, en este tema la he tenido aprendí que mucha gente, sobre todo de edad, recurría a la 
adopción simple a los efectos de tener a alguien que la cuidara cuando fuera mayor. Quiero decirlo porque se 
habla de negocio, de intercambio y de otras situaciones, y yo concibo la adopción desde otro punto de vista. 
Una pareja o una persona que realmente quiere tener un hijo, debe tenerlo en igualdad de condiciones, tal 
como tendría a un hijo propio. Para mí, un hijo no puede tener solo parte de sus derechos. Yo concibo la 
adopción desde el punto de vista de la plenitud. Si no es así, es otra cosa; no es adopción, tal vez sea la mera 
tenencia de un niño. La adopción, tal como la concibo, implica dar al niño todos los derechos, porque las 
expectativas para recibirlo son las mismas que cuando soy madre natural. Por eso digo que para mí un año de 
tenencia es mucho, porque yo no espero un año para saber si un hijo es mío o no; yo lo espero nueve meses y 
después lo recibo con todo. 


En cuanto al tema de la negociación, creo que cuanto más largos sean los plazos de la normativa, más 
habilitamos un mercado, sobre todo al día de hoy cuando como dice el Diputado Orrico si uno entra a 
Internet hasta puede alquilar vientres. Hay mujeres uruguayas que están alquilando vientres y niños que 
pueden comprarse por Internet. Es una aberración, pero existe. Entonces, cuanto más largo hago el plazo de 
la normativa vigente que, tal como el Diputado Orrico, aspiro a que se cumpla, más habilito el mercado 
paralelo de venta de niños. Me parece que la tenencia de un niño, sobre todo en un país chico como este, con 


una institución como el ILAYA, que tiene a los niños y a las parejas en condiciones de recurrir a la adopción 
absolutamente estudiados, debe tener plazos más cortos. 


Vuelvo a decir que estamos en el siglo XXI y que todos y todas hemos trabajado mucho para la consagración 
de los derechos del niño; ahora hay que considerar que todos los niños y las niñas que están en el ámbito de 
una familia deben gozar de todos sus derechos. En la familia no puede haber niños de primera y de segunda. 


Reitero también que el acortamiento prudencial de los plazos limita el mercado paralelo de niños. 


SEÑOR ORRICO.- En primer término, no tengo ningún problema con que el plazo de un año pase a 
ser de nueve meses; lo que no quiero es que se fije, por ejemplo, en tres meses. 


En segundo lugar, si quieren no le llamamos semiplena adopción el nombre no me importa; lo que digo es 
que lo que tienen que hacer los legisladores es respetar las realidades. Es cierto que hay gente que adopta 
para que la cuiden cuando sea vieja; sí, es verdad. Ahora bien, quienes hemos ejercido la profesión sabemos 
que las motivaciones que llevan a la gente a hacer determinadas cosas van desde las más sublimes hasta las 
más terribles; eso no vamos a resolverlo nosotros aquí. Yo creo que un instituto intermedio tiene que haber 
repito que, si quieren, no le llamamos adopción, porque me parece que facilitaría enormemente una situación 
que, de hecho, se da y se va a seguir dando. 


Reconozco que han cambiado algunas condiciones sociales, pero hace unos años a uno le decían: "Ella es la 
que criamos" y, en realidad, nadie había hecho ningún trámite. Creo que el error no está en qué considero que 
es una adopción, porque puedo pensar que es plena o no, etcétera. Por otra parte, no me atrevo a relacionar la 
adopción con la maternidad biológica; no es lo mismo desde el punto de vista psíquico, biológico, etcétera. 


(Diálogos) 


———No es un problema de categorías; realmente no es lo mismo un ser que nació luego de haber estado 
nueve meses en el vientre de su madre que un niño que a uno le entregan y le dicen: "Es suyo". Ahí ya es 
distinto; tengo bastante experiencia en eso y sé que hay problemas de adaptación, y demás, que la madre 
biológica no tiene. Aclaro que estoy a favor de las adopciones, pero es diferente, porque se parte de 
situaciones distintas. Sería un error no sancionar eso es lo que advierto una figura intermedia que en los 
hechos se va a dar, y va a ser peor porque ni siquiera estará regulada. El país tiene una tradición muy larga en 
esas situaciones intermedias algún caso hay, que es más rápida que la otra y que a veces sirve como 
antecedente para otro tipo de adopciones. 


SEÑOR ORTUÑO.- Aquí se ha suscitado un debate sobre un tema que para mí es muy importante. 
Quiero manifestar que estoy totalmente de acuerdo con el proyecto que viene del Senado y con 
eliminar la distinción de dos modalidades que, desde mi punto de vista, vulneran lo más sagrado, que 
es el derecho de los niños, porque se generan situaciones de desigualdad que no creo que debamos 
amparar. A su vez este es un argumento nuevo, queramos 0 no, esas situaciones propician instancias 
irregulares que tampoco comparto. Este es un tema central y medular del proyecto. Para mí siempre 
son importantes las recomendaciones internacionales, porque se formulan sobre la base de estudios, 
experiencias y saberes que debemos tener en cuenta como referencia, con la libertad de que siempre 
disponemos de compartirlas o no. Pero, además, hay razones de realidad que debemos tener en cuenta 
para transformarlas, porque es cierto que en el país existe una tradición sobre ciertas cuestiones y yo 
creo que hay tradiciones que están bien y que debemos mantener, pero hay otras que debemos 
cambiar. Por lo menos, para eso fue que algunos de nosotros ingresamos a la vida política. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una aclaración sobre este punto. 


Entiendo que deberíamos hacer una atenta lectura del artículo 132 bis, tal como viene en el proyecto, pues 
recoge algo que aprobamos por unanimidad si no recuerdo mal en la pasada Rendición de Cuentas: la 
creación de hogares de acogida, precisamente, para atender las situaciones que se podrían plantear con la 
adopción simple pero, a mi juicio, con un criterio más acertado. En primer lugar, si hay un problema material, 
económico, de parte de los familiares, en caso de ausencia de los progenitores existiría la posibilidad de que 
ellos se hagan cargo del niño con una ayuda económica del Estado, en ese caso, concretamente por parte del 


INAU. Y, además, eso busca atender la posibilidad de que los niños o niñas no estén institucionalizadas y 
tengan una familia que acepte recibirlos, en el caso de que no quiera adoptarlos, es decir, alguien que se 
encargue de su cuidado, pero que no funge como padre o madre. Eso, como bien se decía, es una figura 
distinta, totalmente diferente, y ese planteo intermedio está contemplado aquí. No sé sí este fue un tema que 
no convenció demasiado a los expositores que estuvieron en la Comisión, si fue que se les pasó por alto este 
artículo, si lo desconocían en fin, no lo sé, porque no hubo ninguna referencia a esto en ese plano. 


El artículo 4” de este proyecto señala diría que como norma transitoria, en primer lugar, el reconocimiento de 
las tenencias existentes con anterioridad a lo que podría ser la promulgación de este proyecto, lo cual resulta 
lógico, pues no se podría echar atrás todo lo que hasta el momento ha funcionado de determinada forma. En 
segundo término, este artículo también otorga al INAU un plazo de dos años para proceder a un proceso de 
desinstitucionalización, de desinternación de los niños, niñas y adolescentes que tenga en sus hogares. Y esto 
es algo que reitero y lo digo con satisfacción fue aprobado por unanimidad en la Rendición de Cuentas, 
porque, como no podía ser de otra manera, en líneas generales se compartía como una buena solución. Creo 
que en ese caso se está dando respuesta a la legítima y entendible preocupación que se planteaba respecto al 
propósito que eventualmente podría cumplir la adopción simple en nuestro país. 


El otro elemento que creo que hay que tener en cuenta algunos es el de los cuestionamientos que se 
realizaron y, en ese sentido, me parece conveniente establecer a texto expreso que las normas del CNA no 
solo abarcan a los menores de 18 años de edad. Creo que es importante. Quiero ser sincero: siempre me 
sorprendió la interpretación contraria de extender las normas del CNA más allá de los 18 años de edad, pero 
debo reconocer que es mayoritaria y, por ende, entiendo que en este caso debemos establecerlo a texto 
expreso y aclararlo. 


Respecto al contenido de la sentencia judicial, entiendo que hay una serie de temas que debemos analizar. En 
primer lugar, debemos tener en cuenta que, cuando se llega a esa etapa, hay un niño, niña o adolescente que 
hace por lo menos dos años lo recalco: por lo menos que está con la familia que la sentencia finalmente 
reconocerá. Tanto reconoce que la sentencia retrotrae los efectos al momento en que se produjo la 
desvinculación y una vinculación por llamarlo de alguna manera con relación a ese niño y esa nueva familia. 


SEÑOR ORRICO.- ¿A qué artículo se está refiriendo? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Al segundo inciso del artículo 133. 


Entonces, el problema es si la resolución debe ser recurrida en vía judicial o en vía administrativa. En 
realidad, ahí se plantearon dos cosas: en primer lugar, que existiría vulneración del principio de separación de 
Poderes, lo cual fue enfáticamente planteado por el doctor Juan Andrés Ramírez, por lo que, en caso de que 
se compartiera la conclusión, es obvio que la norma podría ser tildada de inconstitucional. En segundo 
término, también se señaló en este caso por parte de integrantes de la Cátedra de Derecho Civil y por la 
delegación de la Asociación de Magistrados que se generaría un problema respecto a cómo se recurriría, 
frente a qué órgano y, por supuesto, con qué recursos, esa eventual resolución en la selección de las familias 
adoptivas. En esto, yo sigo con la misma duda que en su momento les manifesté: qué es lo que nos están 
planteando. Si lo que están planteando es la libertad del Magistrado para seleccionar familias como se hace 
hoy, sin ningún criterio, y lo digo concretamente: para los amigos de los amigos, salteándose todas las 
formalidades de los registros existentes, bueno, si es eso lo que están planteando, con todo respeto digo que 
esa es precisamente la práctica que debemos desterrar, porque se hace sin ningún criterio, sin equipos 
técnicos, sin apoyo de ningún tipo, con el solo criterio del Juez de que ese matrimonio, eventualmente, tiene 
idoneidad moral. A mí, francamente, me parece que es un exceso de arbitrariedad, un uso excesivamente 
discrecional del poder de juzgar. 


(Apoyados) 


Por ende, me parece que esta solución es absolutamente correcta, es la mejor posible, porque no existe 
ningún otro organismo especializado en el Uruguay que pueda desarrollar este trabajo, por lo menos no desde 
el punto de vista público. Hoy, el INAU tiene más familias anotadas que niños para el inicio del trámite de 
adopción. Eso es lo que enlentece los procedimientos que se realizan. Afortunadamente, la Suprema Corte de 
Justicia ha emitido una acordada creo que el año pasado; no estoy seguro donde determina algunos aspectos 
que guían y regulan el accionar de los Jueces en esta materia, precisamente reconociendo que había una 


práctica que no necesariamente era la más adecuada. Esto fue un señalamiento de la propia Suprema Corte de 
Justicia, no solo en términos de opinión, sino que, además, se vio forzada a emitir una acordada a los efectos 
de determinar plazos, etcétera, y recordar algunos aspectos vinculados con estos temas que son precisamente 
los que están contenidos. 


Me parece que, en cualquier caso, podríamos pensar en una redacción diferente a la del inciso segundo del 
artículo 133 del proyecto que tiene media sanción, pero creo que su esencia no debería modificarse. Porque la 
única posibilidad de modificación sería la de brindar al Magistrado la posibilidad de que sea él que 
seleccione. Y yo creo que esto no fue un error, no fue una cuestión inadvertida, sino algo que fue planteado 
expresamente en función de una situación y de una práctica que conocemos en el Uruguay y que, por lo 
menos a algunos legisladores y, evidentemente, a la unanimidad del Senado, le parecía no correcta. 


En lo personal, comparto esto porque comparto la existencia del problema y creo que hay que encontrarle una 
solución determinada. No veo otro camino que no sea el que señalaron los Magistrados y el Instituto de 
Derecho Civil. Es verdad: el recurso eventualmente tendrá que ser administrativo; sin duda. Ahora: ¿cuándo 
se va a dar el recurso y por parte de quién? Cuando se llegue a una etapa de selección de un niño 
determinado, ¿quién va a recurrir? ¿Otra familia, que consideraba que estaba primera y que tenía más 
derecho? Es difícil encontrar al legitimado para recurrir esto, excepto el Defensor del niño, que entienda que 
se vulneraron sus derechos por la selección realizada. Eso es perfectamente posible. Pero frente a una 
decisión judicial que seleccione, frente a un Juez que seleccione, ¿cuáles son los recursos? Eventualmente, 
será un recurso de apelación. No veo, en esencia, cuál es el problema que se le ve. 


Por otra parte, la existencia de organismos asesores del Poder Judicial no es algo novedoso. Es verdad esto ya 
fue señalado que aquí hay un carácter imperativo, de prohibición, por lo cual uno puede reconocer que tiene 
diferencias importantes. Además, señalan que insertarían en la sentencia una resolución que no es adoptada 
por el Magistrado. En primer lugar, debo decir que de todos modos el Magistrado va a tener que controlar la 
regularidad del procedimiento desarrollado; eso es elemental. Creo que si el Magistrado y el Ministerio 
Público entienden que hubo anomalías e irregularidades en el proceso de selección de familias adoptivas o en 
el proceso de entrega en tenencia, obviamente que tendrán la oportunidad de recurrir o de tomar una decisión 
distinta, sin duda. Lo que se les está diciendo es que solo el INAU a través del Instituto de Legitimación 
Adoptiva y Adopción puede seleccionar. Eso es lo que se está señalando. ¿Cuál sería la diferencia de esencia 
si un Juez, teniendo un equipo técnico adecuado que no en todos los Juzgados existe, sobre todo en el interior 
del país, se amparara en la resolución que ese equipo técnico tomó? Salvo reitero que la idea que se esté 
planteando sea la de que el Magistrado resuelva exclusivamente de acuerdo a su leal saber y entender. Es 
verdad que siempre ha sido muy discutido cuál es el carácter de los peritos, y que el Juez se puede apartar, en 
muchos casos, de la recomendación técnica que eventualmente reciba. Supongo yo que eso es lo mismo que 
se está planteando ahora. Desde el punto de vista formal, este es un tema que puede generar determinado tipo 
de debates y discusiones, e introduce elementos si se quiere novedosos en el Derecho uruguayo, aunque 
existen algunos ejemplos. Pero en función del problema que se quiere atender, yo lo he pensado mucho y, 
más allá de que estoy de acuerdo con modificar la redacción en algunos aspectos, me parece que la esencia 
debe mantenerse tal y como ha sido planteado. 


No avanzo en lo demás, porque supongo que el señor Diputado Orrico quiere dar su parecer a este respecto. 


SEÑOR ORRICO.- En primer lugar, la arbitrariedad es un concepto muy definido: arbitrario es aquel 
que no solamente da una orden sino que, después, la da vuelta y hace lo que quiere con ella. No hay que 
confundir eso con las potestades que alguien puede tener. Pero me parece que ese no es el punto que 
está en discusión. 


Creo que es razonable que una decisión de este tipo se apoye en las técnicas que hoy existen, pero tampoco 
hay que sublimar a las técnicas, porque no estamos hablando de la física o de la química cuando hablamos de 
las técnicas aplicadas a estas situaciones. Me parece bien que haya equipos técnicos que dentro de lo que es 
el desarrollo de la ciencia hoy, que es muy limitado en esto, le digan al Juez: "La familia es esta". Eso me 
parece correctísimo, pero se lo dicen al Juez y este resuelve. Entonces, el problema se resuelve totalmente 
desde el punto de vista procesal. ¿Quién puede tener interés en oponerse a esto? Desde los futuros hermanos 
que no quieren saber de nada con que aparezca un heredero nuevo, hasta otras situaciones nada agradables 
que en este mundo existen. 


De la misma manera existen las pericias forenses. ¿Qué Juez se va a oponer a una pericia forense que le diga 
que en tal situación la muerte se produjo por un balazo con tal calibre, que penetró tal cosa? Nadie, porque 
esa es una ciencia pura; no hay forma de oponerse a eso. Después vienen todas las otras situaciones en las 
cuales el asunto puede ser más opinable, pero, en realidad, cuando hay asesoramientos es muy raro que un 
Juez se aparte de un dictamen de esa naturaleza; cuando lo hace, debe hacerlo de forma muy fundada y, ahí 
sí, existe el instituto de la apelación. Y el instituto de la apelación en seis meses está resuelto. El problema es 
que los recursos administrativos... 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Seis meses? 


SEÑOR ORRICO.- Así es, en seis meses se resuelve un recurso. En seis meses, a reventar, tenemos la 
segunda instancia pronta, aunque también puede llevar un poco más de tiempo, pero no es lo común. 
Entonces, voy a ponerme un año a reventar frente a los cuatro, cinco o seis años que demora un 
recurso administrativo. Porque además vivimos en un país donde, lamentablemente, los plazos fictos 
van en contra del administrado. Vale decir: cuando el Estado no contesta dentro del plazo que tiene 
para contestar, eso no significa que aceptó el recurso sino que lo denegó; hay una denegatoria ficta que 
sacude a todo el Derecho Administrativo, que trae como consecuencia que eso demore años por la sola 
inacción. 


Me parece que es muy razonable que un instituto especializado sea el que diga: "La familia seleccionada es 
esta" y, en todo caso, no se deben dar más opciones al Juez que la de decidir eso. Pero que la decisión sea 
solo del Juez a los efectos de facilitar el régimen de apelaciones. Nada más que eso. No es un problema de 
esencia. Me parece que así como se ha hecho, está chamboneado, con el perdón de la expresión y con mucho 
respeto por quienes lo hicieron. ¡Está chamboneado!, porque está hecho de una forma que habilita chicanas 
que son infectas y que pueden complicar cualquier situación. Yo sé que, de pronto, decimos: "En este tipo de 
situaciones, ¿qué tipo de apelaciones va a haber?" Pero el día que se plantean se arma un lío bárbaro y queda 
el pobre chiquilín dando vueltas de arriba para abajo, sin saber ni a quién pertenece, porque lo tenemos cuatro 
años haciendo recursos administrativos. ¡Y no quiero ni saber lo que va a pasar allí adentro!, porque eso sí 
que es "kafkiano" en el sentido exacto del término. 


Entonces, me parece que lo que tenemos que hacer es plantearnos el problema y tratar de resolverlo 
técnicamente, porque desde el punto de vista de la técnica jurídica está mal resuelto y por eso queda ese vacío 
que nos puede complicar. Me parece que aun cuando sea un caso en un millón, debemos tenerlo en cuenta. 
Además, no sería un caso en un millón porque otro apelante podría ser alguna familia no seleccionada que 
dijera: "¿Por qué no me seleccionaron a mí, si yo tenía mejores condiciones?". Además, todos sabemos que la 
apelación y el recurso son garantías que tienen los administrados, porque de la arbitrariedad no está exento 
ningún instituto y tampoco el INAU. Por mejor buena voluntad que tenga la enorme mayoría, uno solo que 
no sea digno de su función nos crea un lío bárbaro y dejamos a la gente indefensa. Entonces, me parece que 
tenemos que resolver técnicamente esto y en forma más adecuada, independientemente de lo cual hay que 
rechazar aquellas cosas que se hacían en las que venía el Juez y decía: "Bueno, yo se lo doy”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se hacen. 


SEÑOR ORRICO.- De acuerdo: se hacen. Eso no está bien y hay que suprimirlo. Me parece que acá 
no estamos en una discusión sobre el fondo del asunto, sino sobre cómo hacemos para que los 
administrados tengan garantías, como cuando el Estado, sea a través de un Juez o a través de un 
instituto, toma decisiones. Lo otro es hacer un procedimiento administrativo abreviado, pero eso sería 
más complicado, porque tenemos que incorporar un procedimiento administrativo específico para esta 
situación y, de pronto, no puede haber denegatoria ficta y todo ese tipo de cosas. Realmente es muy 
complejo un trámite administrativo de esa naturaleza, porque mientras el trámite administrativo está 
corriendo, el Juez ¿qué hace? ¿Falla o no falla? ¿Se suspendió el juicio principal si es que lo llama 
principal o no se suspendió? Quiere decir que una sola chicana metida a nivel del INAU tranca todo el 
juicio en el Juzgado. A mí me parece que es complejo. 


SEÑORA ARGIMÓN.- He seguido atentamente la exposición, y reconozco que en todo este tema lo que 
no podemos hacer es perder de vista el interés superior del niño. La verdad es que el hecho de que el 


niño quede de rehén de procesos me parece que va en contra de la esencia de lo que nosotros estamos 
trabajando. 


(Apoyados) 


——-A ver si ustedes comparten lo siguiente: me parece que lo que motivó la reacción de los magistrados, de 
los colegios y de las cátedras, tiene que ver con la redacción. 


¿Quién decide? Aquel que verdaderamente conoce la realidad del niño, la de la familia y la de todo su 
entorno. Es decir que acá la importancia del componente técnico está fuera de discusión. Porque el Juez tiene 
un expediente donde fríamente tendrá asesoramientos, pero quien conoce la realidad de ese niño y la de la 
familia que lo va a adoptar es el instituto técnico, que debe ser uno. Comparto con el señor Diputado Orrico 
que nadie está libre de errores, pero me parece que, a "grosso modo", el instituto técnico debe ser el que tome 
la decisión, porque el Juez no tiene todos los elementos como para definir, especialmente de la parte humana, 
que en este tema es lo que importa. No le podemos pedir a un Juez que se acerque, tenga entrevistas con toda 
la familia, con los psicólogos, etcétera, porque no es su cometido; el Juez debe recibir todo ese material para 
la toma de decisión. ¿Por qué un expediente judicial y no administrativo? Porque esta decisión técnica, que 
en los hechos es la más importante, conlleva una cantidad de derechos que ese niño va a adquirir y, por lo 
tanto, debe haber una decisión judicial. ¿Dónde está el conflicto? Que uno tiene que ver con lo esencialmente 
humano y ahí el aporte técnico y la decisión del Juez tienen que ver con todo el resorte de derechos que 
empieza a modificarse, desde la parte de los apellidos, lo hereditario y todo lo que ustedes saben. Entonces, 
yo no creo que un magistrado se sienta violentado, y le pregunto a los abogados que en la práctica profesional 
conocen este tema mejor que nosotros, los escribanos, o por lo menos hacen que si una sentencia no puede, 
precisamente, tener esa diferenciación. Cuando yo tomo la decisión, lo hago sobre la base de lo que el 
instituto técnico me dice; por lo tanto, la responsabilidad técnica no es del Juez, como en la mayoría de los 
casos: yo, como Juez, asumo además del informe, lo otro. Porque en realidad la parte jurídica no se está 
haciendo cargo de la parte técnica. Como en todos los casos, el Juez asume, si quiere, el componente técnico. 
Acá también es: "si quiere". Ahora, no debe haber Juez que frente a lo que es una elaboración precisa, de 
trato cotidiano, etcétera como dice el señor Diputado Orrico, obvie la parte técnica. La definición la da el 
INAU, que es el único instituto técnico. Eso es lo esencial en lo que hace a la realidad fáctica. Ahora, lo otro, 
toda esa escalada de modificaciones de derechos, eso sí lo asume el Juez. Por eso yo no veo la decisión del 
Juez. Creo que hubo una reacción. Tengo claro de quién es la decisión; sé que hay otra parte que no toma el 
Instituto técnico y debe tomarla un Juez, y por ahí viene la decisión de apelar, la decisión que el Juez asume 
en términos de derecho, además de la realidad. 


Yo creo que molestó el establecer que se prohíbe expresamente a los jueces. Por eso hablaba de modificar el 
término "prohibe", porque en lo conceptual no tengo dudas. 


SEÑOR ORRICO.- Ese término está bien; es correcto que se prohiba. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la propuesta que nos envía el Instituto de Derecho Civil quedó cortado en 
el comparativo pero los señores Diputados lo tienen en el trabajo que nos enviaron en el Artículo 133.2 
"(Integración familiar de niños, niñas o adolescentes en tenencia o guarda con fines de adopción)", se 
establece: "Tratándose de adopción plena, la selección de la familia adoptiva se realizará por el Juez 
competente en materia de Familia, con el preceptivo asesoramiento del Instituto del Niño y del 
Adolescente del Uruguay, sin perjuicio de los restantes que considere del caso". 


(Diálogos) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


